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“Gral. Martín Miguel de Güemes 
Héroe de la Nación Argentina” 

 
 

FALLOS DE LA CORTE DE JUSTICIA DE SALTA 
RELATORÍA PENAL. TOMO 152 

 
AVOCAMIENTO. Pedido. Actividad coercitiva; privación cautelar de la libertad ante una condena a pena de prisión 

efectiva recurrida. Ejecución de las sentencias de la Corte. Recurso Extraordinario Federal; efecto no suspensivo. 

CUESTION RESUELTA: I. RECHAZAR la petición de fs. 4/6 vta. II. MANDAR que se registre y notifique. 
DOCTRINA: El ejercicio de la jurisdicción no se agota con las actividades de dirección, cognición y decisión, sino que 
implica para los jueces naturales el deber de ejercer el poder coercitivo cuando sea necesario y, fundamentalmente, a 
efectos de concretar la justicia, el de ejecutar los fallos dictados como, también, asegurar que éstos sean cumplidos. 

La actividad coercitiva “lato sensu” procede hasta tanto la sentencia definitiva se encuentre firme, y posee 
naturaleza preventiva, provisoria y cautelar. La necesidad de dictar una medida de esta naturaleza encuentra fundamento 
constitucional y es patente, evidente e innegable ante una condena recurrida que no aplique el art. 26 del C.P. 

Específicamente, el ejercicio del poder coercitivo cautelar ante el dictado de una sentencia no es excluido por los 
efectos de los recursos que puedan interponerse (art. 451 del C.P.P.) puesto que, asegurar el resultado de la decisión es un 
deber de cumplimiento obligatorio y la existencia real de un pronunciamiento condenatorio que implique soportar una 
pena privativa de libertad -aunque se encuentre recurrido- existe y otorga el convencimiento necesario sobre el probable 
daño jurídico y el peligro de evasión, lo que exige al juez imponer cautelarmente la medida restrictiva de la libertad; 
instituto procesal que procede con independencia y cuya regulación es autónoma en la ley instrumental. 

La ejecución del fallo es esencial e inmanente al ejercicio de la jurisdicción pues, mediante esa actividad se 
realiza efectivamente el derecho en el caso concreto. Su procedencia ocurre con la sentencia firme, esto es cuando la 
decisión definitiva –sobre el fondo- no es impugnada por los medios previstos en la ley procesal o cuando los recursos son 
resueltos por el tribunal superior de la causa. 

En el segundo supuesto y dejando a salvo los juicios de reenvío o de nulidad el tribunal de casación se limita a 
emitir su declaración sobre el recurso correspondiendo la ejecución al tribunal que pronunció la sentencia de mérito. Ello 
es así porque el Superior conoce y decide por vía recursiva contra decisiones definitivas de otros magistrados y el 
resultado del recurso no hace más que dejar expedita la eficacia de la sentencia confirmada o integrarla con la declaración 
que se efectúe. La competencia de esta Corte es, por ende, limitada, taxativa y restringida, y no excluye la del juez de 
grado sobre aquellas cuestiones propias y privativas de la causa. 

La regla, al igual que en la mayoría de las legislaciones, es adoptada por nuestro Código Procesal Penal (arts. 
455, 479 y cc) que además, especialmente dispone que en caso de que se imponga una pena privativa de libertad, y sin 
perjuicio de la ulterior intervención del juez de ejecución, el alojamiento debe ser ordenado por el juez o tribunal del 
sentencia (art. 503) mientras, a su vez, contempla una única excepción de intervención directa que es lógica y atiende a la 
libertad (art. 482).  

El recurso previsto en el art. 14 de la ley 48 no aparece claro en sus lineamientos legales, máxime cuando la 
presente es materia ajena al derecho procesal civil y porque, al tratarse de derecho penal común, no se identifica con la 
instancia apelativa y extraordinaria del fuero federal, sino que sólo puede habilitar la intervención de la Corte Suprema de 
Justicia de la Nación en su carácter de máximo intérprete de la Constitución, sea por supuesta trasgresión a un derecho de 
esa jerarquía, por manifiesta arbitrariedad o por gravedad institucional. Sin perjuicio de ello, el C.P.C.C. de la Nación 
contiene dos normas en aparente contradicción, ambas dispuestas –en principio- para cuestiones de índole patrimonial 
(arts. 258 y 499). La primera dispone el carácter no suspensivo, es específica del recurso extraordinario federal y su 
aplicación se actualiza en casos donde –incluso encontrándose pendiente la resolución sobre la admisibilidad del remedio- 
la sentencia de esta Corte ha confirmado tanto la condena como el modo de imposición de una pena privativa de libertad, 
sin que sea procedente exigir el aporte de una fianza o de otra carga de naturaleza civil. (Del voto de los Dres. Posadas, 

Ayala, Catalano, Cornejo y Garros Martínez) 
En materia penal corresponde a esta Corte conocer y decidir por vía recursiva contra las decisiones definitivas de 

los otros magistrados con arreglo y en límites establecidos por el Código Procesal Penal para los recursos de casación, 
inconstitucionalidad y revisión, como también mediante la vía de hecho de la queja. Efectuada la correspondiente revisión 
en orden a los puntos de agravio opuestos contra una resolución oportunamente impugnada, esta Corte concluyó su 
actuación revisora, la jurisdicción del juez de sentencia en la causa sólo se encuentra limitada por los términos del 
pronunciamiento casatorio y corresponde a éste magistrado resolver todo lo atinente a la situación del acusado. Decisiones 
contra las cuales las partes pueden oponer las impugnaciones o remedios previstos en la ley procesal por las vías 
preestablecidas al efecto. (Del voto del Dr. Vittar) 

TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Ayala, Catalano, Cornejo, Garros Martínez.  DOCTRINA: Dr. Martini.  CAUSA: 
"AVOCAMIENTO SOLICITADO POR LA DEFENSA DEL IMPUTADO EN CAUSA Nº CJS 32421/09 ‘C/C 
VALDEZ, RENÉ ELADIO – RECURSO DE CASACIÓN’ - VARIOS” (Expte. Nº CJS 34.038/10)  (Tomo 152: 979/990 
– 26/enero/2011) 
 
COMPETENCIA PENAL. Competencia en razón del turno. Art. 265 del C.P. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR la competencia del Juzgado de Instrucción Formal Primera Nominación para 
intervenir en la causa. 
DOCTRINA: (Mayoría) El delito de negociaciones incompatibles con el ejercicio de funciones públicas (art. 265 del 
C.P.) exige la intervención desdoblada del sujeto activo -como funcionario público y particular interesado- en una 
determinada decisión y, además, una pretensión o querer no administrativo que se dirige a obtener un beneficio individual 
y que no se satisface con la parcialidad en la actuación funcional. (Del voto de los Dres. Catalano, Ferraris, Garros 

Martínez y Posadas) 

        La acción de interesarse con la que se consuma la figura de negociaciones incompatibles con la función pública 
se evidencia en cuanto aparecen superpuestos los intereses del Estado que representa el funcionario, y los que en forma 
indebida, éste último pasa a representar en forma incompatible. (Del voto de la Dra. Ayala) 
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        (Minoría) La figura de la negociación incompatible con el ejercicio de la función pública no se perfecciona con 
la concreción del acto administrativo sino que basta con interesarse en el negocio u operación en cualquier etapa, y así, 
evidenciar una actividad que tenga la virtualidad de afectar la imparcialidad de la administración pública, 
comprometiendo su transparencia. (Del voto del Dr. Vittar)  
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar, Ayala.  DOCTRINA: Dr. Martini.  CAUSA: 
ALTUBE, MARÍA ESTER- CÁCERES, MIGUEL ÁNGEL - LARRÁN SOLÁ, DIEGO. MORENO, DANIEL RENE- 
NN Y/O PROPIETARIO DE LA FIRMA PLUMADA S.A POR NEGOCIACIONES INCOMPATIBLES CON EL 
EJERCICIO DE FUNCIONES PUBLICAS -PIEZAS PERTENECIENTES - COMPETENCIA (Expte. Nº CJS 
33.552/10)  (Tomo 152: 355/362 – 22/diciembre/2010) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Amenaza. Trastorno en la conciencia; entidad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 61/62.  
DOCTRINA: El temor efectivamente sufrido por la víctima, no es un extremo que integre la figura penal de amenazas, 
dado que se trata de un delito formal que se satisface con la capacidad objetiva de la advertencia vertida para provocar 
alarma o amedrentamiento. 
          No basta hablar de trastornos, no todo estado biopsicológico -de naturaleza patológica o no- basta para producir 
la inimputabilidad, porque el trastorno anímico debe ser de entidad suficiente para excluir las aptitudes mentales que, 
según las reglas de normalidad proporcionadas por la ciencia, posibilitan la inteligencia de las circunstancias 
determinantes de la delictuosidad material del hecho ejecutado o la dirección del propio comportamiento según las 
advertencias de esa inteligencia. 
TRIBUNAL: Dres. Ayala, Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dr. Martini.  CAUSA: C/C 
MAMANÍ, HERMINIA – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. N° CJS 33.216/10)  (Tomo 152: 751/758 – 
29/diciembre/2010) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Admisibilidad formal. Doble instancia; arbitrariedad como presupuesto para admitir la 

casación. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR formalmente inadmisible el recurso de casación interpuesto a fs. 375/391 vta. 
DOCTRINA: (Mayoría) Con la intervención de la Cámara de Acusación, la exigencia de la segunda  instancia se 
encuentra cumplida de acuerdo a lo establecido en los arts. 24 inc. 1º, 443, 444, 459 y cc. del Código Procesal Penal. 
Máxime cuando el recurso de apelación, por su propia naturaleza procesal, habilitó a dicho tribunal a revisar los hechos y 
la prueba y concluir en la viabilidad jurídica del sobreseimiento dictado. 
        Así las cosas, el alcance del recurso de casación no puede ser entendido como una tercera instancia no prevista y 
su admisibilidad debe responder a la existencia de agravios y motivos que “prima facie” revelen vicios, falencias o errores 
notorios y manifiestos, concretamente individualizados por el recurrente. (Del voto de los Dres. Vittar, Catalano, Ferraris 

y Posadas) 

        (Minoría)  Corresponde admitir el recurso, puesto que el sobreseimiento ha sido dictado por la Cámara de 
Acusación, donde la apelación únicamente comprendió la vía impetrada por la defensa contra la resolución de 
procesamiento, deviniendo los argumentos jurisdiccionales del tribunal de alzada imposibles de controvertir por la parte 
que se dice afectada. En consecuencia, en relación al sobreseimiento decidido no ha tenido lugar la doble instancia que la 
norma de rito garantiza al querellante conjunto. (Del voto de los Dres. Ayala  y Garros Martínez) 

TRIBUNAL: Dres. Vittar, Ayala, Catalano, Ferraris, Garros Martínez, Posadas.  DOCTRINA: Dr. Martini.  CAUSA: C/C 
MARTINEZ, LILIANA NOEMÍ - RECURSO DE CASACIÓN      (Expte. Nº CJS 33.587/10)  (Tomo 152: 259/266 – 
20/diciembre/2010) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Culpa; conducción de vehículo automotor. Certeza. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 610/615. 
DOCTRINA: El primer deber del conductor consiste en conservar el dominio sobre la máquina que comanda. Todo 
conductor de un rodado automotor está obligado a permanecer atento a las evoluciones de la circulación y del tránsito. 
         La certeza necesaria para condenar no debe insoslayablemente surgir de un panorama totalmente desprovisto de 
elementos favorables a la posición de los acusados. Sin embargo, la viabilidad de un pronunciamiento contrario a los 
acusados requiere un convencimiento razonablemente alcanzado mediante el triunfo racional de los factores incriminantes 
por sobre los que revisten carácter neutro o favorable al acusado. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Ayala, Catalano, Ferraris, Garros Martínez.  DOCTRINA: Dr. Martini.  CAUSA: C/C 
GONZÁLEZ, SERGIO EDUARDO – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 32.493/09)  (Tomo 152: 569/578 – 
23/diciembre/2010) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Duda. Calumnias e injurias; Ley 26551. Reparación Civil. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 429/444.  
DOCTRINA: El estado de inocencia demanda que la demostración certera del hecho delictivo sea lograda mediante el 
aporte de elementos suficientes legítimamente introducidos al proceso; es axioma irrefutable que la carga de la prueba 
corresponde a la parte acusadora.   
          La falsa imputación de un delito concreto y circunstanciado (art. 109 del C.P.) y de la deshonra o descrédito 
intencional (art. 110 del C.P.) son elementos indispensables para la configuración de esos hechos delictivos que surgen de 
la Ley 26.551, aplicable por imperio del artículo 2º del Código Penal, el artículo 9º de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos y el artículo 15.1 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. 

El derecho a obtener un resarcimiento económico presupone la existencia del hecho, del daño y que entre estos 
exista un nexo de causalidad idóneo para afirmar que el segundo ha sido ocasionado por el primero.   
        Aceptado que el juicio tal y como se llevó a cabo produjo una acumulación de evidencia que no podía servir para 
tener por existente el delito penal, resta decir que tampoco alcanza entidad suficiente para tener por acaecido otro ilícito 
civil, ejecutado a sabiendas y con intención o mediando una violación al deber de cuidado con idoneidad suficiente para 
provocar los daños aludidos por el demandante (arts. 1066, 1072, 1077, 1109, 512, 904 y cc. del C.C.; por consiguiente, 
es inviable imponer una condena civil, pues el reclamo versa sobre una hipótesis que carece de fuente (art. 499 del C.C.). 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Ayala, Cornejo, Garros Martínez -Jueces de Corte- Julio Víctor Pancio y Luis Félix 
Costas -Jueces de Cámara llamados a integrar.  DOCTRINA: Dr. Martini.  CAUSA: QUERELLA POR CALUMNIAS E 
INJURIAS Y ACCIÓN CIVIL CONTRA CASTRO, MILAGRO DEL VALLE PRESENTADA POR MAZZONE, 
FERNANDO CÉSAR – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 31.897/08) (Tomo 152: 1023/1030 – 
01/febrero/2011) 
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RECURSO DE CASACIÓN. Homicidio culposo. Pena de inhabilitación. Tercero civilmente demandado. Indicación 

fundada de cada motivo invocado en el recurso.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a los recursos de casación interpuestos a fs. 1529/1537, 1559/1592 
vta. y 1600/1605 vta. II. NO HACER LUGAR a los recursos de casación e inconstitucionalidad interpuestos a fs. 
1539/1557.  
DOCTRINA: Los tipos culposos, al igual que los dolosos exigen una vinculación entre la acción y el resultado, ya que 
éste debe haber sido causado por la inobservancia a los deberes de cuidado que pasaban sobre el sujeto activo.  

Puede decirse que hay conducta negativa culposa, cuando el autor no lleva a cabo lo que de él se espera o está 
obligado a hacer y ocasiona como consecuencia directa de su omisión o inacción el resultado previsto por la ley penal, es 
allí donde se encuentra el reproche penal. 
          Las deficiencias procesales, cuando se invocan con la pretensión de afectar la validez de una sentencia, deben 
hallarse íntimamente vinculadas con aspectos esenciales de su estructura, pues no debe perderse de vista que el objeto del 
recurso de casación es la sentencia misma. Por ello, debe el recurrente indicar con precisión la influencia decisiva que el 
acto, cuya irregularidad se denuncia, tenía sobre el decisorio.  
          Si la supresión hipotética de las pruebas cuestionadas no afectan la convicción incriminatoria a la que se arribara, 
la pretensión de que el fallo sea anulado carece de sustento. 
          La pena de inhabilitación es una pena principal; cuando es conminada en forma conjunta, aunque complementa 
la función de la otra pena ampliando el castigo y la seguridad hacia donde ésta no alcanza, no es una pena de existencia 
estrictamente complementaria, pues no está subordinada a aquella. 
          El art. 1113 del Código Civil regula dos supuestos diferentes, los daños causados con la cosa, en los que rige una 
presunción “iuris tantum” de culpa sobre el dueño o guardián de ella, y los daños causados por el riesgo o vicio de la cosa, 
en que los sindicados como responsables sólo pueden eximirse acreditando la existencia de una causa ajena. Así, lo 
esencial para determinar la calidad de civilmente responsable es que la ley ponga a cargo de una persona la 
responsabilidad resarcitoria por el hecho cometido por un tercero, sea que se funde en el riesgo creado por él o en el 
provecho obtenido. 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Ayala, Catalano, Garros Martínez.  DOCTRINA: Dra. Martini.  CAUSA: C/C PISTÁN, JUAN 
JESÚS; CHANDUCA, ORLANDO ARGENTINO; VISUARA, MYRIAM NOEMÍ; TOLABA, LUIS ROBERTO; 
CHALABE, OSCAR ABEL – RECURSO DE CASACIÓN E INCONSTITUCIONALIDAD (Expte. Nº CJS 32.870/09) 
(Tomo 152: 85/110 – 15/diciembre/2010) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Individualización de la pena.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 179/180 vta. 
DOCTRINA: El art. 14.5 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos establece el derecho de toda persona 
declarada culpable a que el fallo condenatorio y la pena que se le hubiese impuesto sea objeto de revisión por un tribunal 
superior. (Del voto de los Dres. Vittar, Ayala, Garros Martínez, Catalano, Ferraris y Posadas) 

         El derecho a recurrir del que goza el acusado alcanza a la mensura de la pena. La revisión casatoria a ese 
respecto debe centrarse en las pautas objetivas y subjetivas legisladas para su graduación, debe realizarse un análisis 
adecuado de las circunstancias atenuantes y agravantes previstas por los arts. 40 y 41 del C.P.  (Del voto de los Dres. 

Catalano, Ferraris y Posadas) 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Ayala, Catalano, Ferraris, Garros Martínez, Posadas.  DOCTRINA: Dr. Martini.  CAUSA: C/C 
ALARCÓN, CARLOS MARCELO – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 33.132/09)  (Tomo 152: 347/354 – 
21/diciembre/2010) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Interrupción de la prescripción. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 339/343 y, en su mérito, dejar sin 
efecto la resolución de fs. 304/307 vta. II. MANDAR que se registre, notifique y oportunamente bajen los autos. 
DOCTRINA: El decreto de citación a juicio (art. 437 del C.P.P.) interrumpe la prescripción  en los juicios por delito de 
acción privada, de acuerdo a la expresa previsión del art. 67 inc. d del C.P. 
TRIBUNAL: Dres. Ayala, Catalano, Garros Martínez, Posadas.  DOCTRINA: Dr. Martini.  CAUSA: QUERELLA POR 
CALUMNIAS E INJURIAS CONTRA GARECA, ROBERTO ELIO PRESENTADA POR FANCHINI, RAÚL 
ORLANDO – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 33.532/10)  (Tomo 152: 831/836 – 30/diciembre/2010) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Lesiones. Valoración integral de la prueba.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 1245/1248. 
DOCTRINA: Comprobadas las lesiones, el medio con que fueron causadas sólo posee relevancia a los efectos de la 
individualización de la pena.  
      Carecen de potencialidad para revertir la condena las alegadas nulidades de ciertos elementos de convicción, si 
aún suprimidos, la certeza sobre el hecho y la responsabilidad del acusado surge de otras pruebas que han sido 
incorporadas al proceso con absoluta independencia de los vicios aludidos. 
TRIBUNAL: Dres. Garros Martínez,  Posadas, Vittar, Ayala, Catalano, Ferraris. DOCTRINA: Dr. Martini.  CAUSA: C/C 
FIGUEROA, PABLO ROMÁN - RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 32.589/09)  (Tomo 152:  579/586 – 
23/diciembre/2010) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Pena de multa. Prescripción de la acción penal. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 246/250 vta. 
DOCTRINA:  La multa es una pena y en el Derecho Penal común sólo pueden ser impuesta a una persona de existencia 
física; congruente con lo apuntado, la querella debe ser dirigida contra persona determinada, a punto tal que en caso de 
delitos de acción privada la ley otorga la posibilidad de instar las medidas instructorias necesarias para su 
individualización (arts. 427 y 428 del C.P.P.).  
       La prescripción opera respecto a un hecho y las causales interruptivas del art. 67 de la ley de fondo son taxativas; 
en ese orden, el inciso “e” del mencionado artículo asigna esa entidad a la sentencia condenatoria aunque no se encuentre 
firme, y no a cualquier sentencia con carácter definitivo. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Ayala, Catalano, Cornejo.  DOCTRINA: Dr. Martini.  CAUSA: QUERELLA POR 
CALUMNIAS E INJURIAS CONTRA BANCO MACRO S.A. INTERPUESTA POR RAMÓN ANTONIO ARÉVALO 
– RECURSO DE CASACIÓN (Expte. N° CJS 32.779/09)  (Tomo 152: 229/234 – 16/diciembre/2010) 
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RECURSO DE CASACIÓN. Robo con armas; prueba de la calificante. Nulidad; interés. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR a los recursos de casación interpuestos a fs. 376/378 y 379/384 y, en su 
mérito, modificar los puntos I) y II) de la sentencia de fs. 332 y vta. en lo que concierne a la calificación jurídica de los 
hechos originariamente investigados en el Expte. 13.091/09 (en perjuicio de Víctor Ramón Lamas), condenando a 
Virgilio Navarro y declarando la responsabilidad penal de Patricio Albano Mercado Martínez, ambos como coautores del 
delito de robo simple. II. SUSTITUIR la pena de cinco años y un mes de prisión impuesta a Virgilio Navarro, por la de 
dos años y nueve meses de prisión efectiva.  
DOCTRINA: (Mayoría) Para el dictado de una sentencia condenatoria el juzgador debe albergar la certeza de que los 
hechos ocurrieron de la forma en que concluye y no de otra. La adecuación lógica de lo afirmado con la prueba colectada 
es lo que autoriza, a la luz de lo normado en el inciso 3º del artículo 466 del Código Procesal Penal, el control casatorio de 
la sentencia de condena. 
        Si el secuestro de un cuchillo –caracterizado por ser producido en serie- a la luz de las demás pruebas e indicios y 
a tenor de las particulares circunstancias de tiempo y lugar que rodearon el hecho, no permite afirmar que esa y no otra 
haya sido el arma empleada al consumar el robo, la duda al respecto impone descartar el agravante del artículo 166 inciso 
2º primer supuesto del Código Penal. 
        La denuncia cumple la función de anoticiar el acaecimiento de un hecho delictivo a los órganos jurídicamente 
predispuestos para actuar el derecho penal, siendo orientativa de la etapa instructoria. Las manifestaciones allí vertidas 
deben, por consiguiente, ser probadas mediante elementos de convicción aptos para ello. 
         Si la solución de mérito de la causa cumple su fin, superando el perjuicio que podría irrogar el acto defectuoso a 
la parte afectada por él, la declaración de nulidad constituye una respuesta formal carente de finalidad.(Del voto de los 

Dres. Garros Martínez, Posadas, Vittar y Ayala) 

          (Minoría) El empleo de un arma como elemento agravante del robo no sólo puede demostrarse mediante su 
secuestro. Es claro que este procedimiento permite adquirir la evidencia de más alto valor sobre esa circunstancia 
calificante, pero el principio de libertad probatoria imperante en el proceso penal, salvo en supuestos taxativamente 
aludidos por la ley, da un margen amplio para que la convicción se alcance a través del análisis de cualquier elemento 
razonablemente apto para establecer la verdad. De ese modo, si el empleo de un elemento punzo-cortante surge con 
certeza de otras pruebas e indicios, la calificante del artículo 162, inciso 2º, primer supuesto del Código Penal debe ser 
aplicada. (Del voto de los Dres. Ferraris y Cornejo) 
TRIBUNAL: Dres. Garros Martínez, Posadas, Vittar, Ayala, Cornejo, Ferraris.  DOCTRINA: Dr. Martini.  CAUSA: C/C 
NAVARRO, VIRGILIO; MERCADO MARTÍNEZ, PATRICIO ALBANO – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. N° 
CJS 32.788/09)  (Tomo 152: 837/856 – 12/enero/2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Sana crítica racional. Valoración de la prueba. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 68/78.  
DOCTRINA: (Mayoría) El control de logicidad inherente a la sana crítica racional se cumple si el trascendente aporte 
probatorio de la víctima es tenido por coherente y sincero en el marco de la apreciación directa que brinda el debate, es 
decir que aun cuando toda la carga de la imputación recaiga en los dichos de la víctima, ello no implica que sea 
forzosamente insuficiente. Los jueces no están obligados a ponderar una por una y exhaustivamente todas las pruebas 
agregadas a la causa, sino aquellas que estimen conducentes para fundar sus conclusiones, ni tampoco analizar los 
argumentos utilizados que a su juicio no sean decisivos. 
         La valoración de la prueba no puede relacionarse con una cuestión cuantitativa de mera acumulación, sino en el 
examen ordenado y lógico del material recopilado, conforme la realidad objetiva y con sometimiento a una valoración 
racional y fundada en la lógica. (Del voto de la Dra. Garros Martínez, Posadas, Vittar y Ayala) 

           (Minoría) No es posible analizar la suficiencia probatoria, si en los motivos del fallo, se ha dejado sin precisar la 
exacta plataforma fáctica sobre la que se hace recaer la aplicación legal. En ese contexto, la sentencia no cumple con las 
pautas de motivación con las que debe contar una decisión de tal naturaleza, no ofrece un cabal relato de los hechos ni ha 
precisado la conducta típica atribuible al condenado, como la supuesta víctima no ha brindado datos claros y precisos 
respecto del hecho delictivo; con lo que su plataforma fáctica aparece nebulosa, y conduce necesariamente a la aplicación 
del beneficio de la duda, y ello de ningún modo exige la convicción de inocencia, pues nada decide sobre la real 
culpabilidad del imputado. (Del voto de los Dres. Catalano, Cornejo y Ferraris) 

TRIBUNAL: Dres. Garros Martínez, Posadas, Vittar, Ayala, Catalano, Cornejo, Ferraris.  DOCTRINA: Dr. Martini.  
CAUSA: C/C WERNING, LUIS MARCELO – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. N° CJS 32.393/09)  (Tomo 152: 
219/228 – 16/diciembre/2010) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Sobreseimiento. Prescripción de la acción penal.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 484/485 vta., y, en su mérito, dejar 
sin efecto la resolución de fs. 476/478. 
DOCTRINA: El sobreseimiento tiene características de sentencia absolutoria, pues pone fin definitivamente a la 
pretensión punitiva del Estado. Por ello, solamente un estado psicológico o espiritual de certeza, posibilita su dictado. 
        Por la prescripción el Estado autolimita su poder de castigar, constituyendo ello entonces un obstáculo para que 
ejerza la acción penal o ejecute la pena, impidiendo el curso de aquélla, destruyendo lo ya iniciado e incluso haciendo 
cesar la eficacia de la condena; ya que se extingue la potestad represiva antes de que haya llegado a concretarse en una 
sentencia de condena, ya sea porque el poder penal no ha sido ejecutado, o porque iniciada la persecución ha transcurrido 
el plazo legal. 
       En nuestro derecho penal positivo tiene como fundamento tres recaudos: a) el transcurso del tiempo; b)la buena 
conducta del imputado, c) inactividad del ministerio público que ejerce la acción penal o del órgano jurisdiccional. 
       El art. 326 del C.P.P. menciona expresamente las causas por las cuales resulta procedente el dictado del 
sobreseimiento y, a su turno, el art. 327 le imprime carácter taxativo a ese orden cuyo fundamento estriba en la necesidad 
práctica de anteponer la extinción de la acción penal, por cualquiera de los supuestos previstos en el Código Penal, toda 
vez que, extinguida aquélla carece de utilidad el análisis del fondo de la cuestión. 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Ayala, Catalano, Ferraris, Garros Martínez.  DOCTRINA: Dr. Martini. CAUSA: QUERELLA 
POR CALUMNIAS E INJURIAS PRESENTADA POR RODRÍGUEZ, GUSTAVO DANIEL, CERRUTTI, 
HUMBERTO ORLANDO Y MARÍN, JULIO ANTONIO CONTRA ALEMÁN, BLANCA TRÁNSITO; 
SOTTOSANTI, SALVADOR; VEGA, ENRIQUE EMILIO; LEAÑO, ROBERTO CÉSAR; FERNÁNDEZ, JOSÉ 
ANTONIO; RUSSO, FRANCISCO; GUTIÉRREZ, TELMA DEL ROSARIO; VELÁZQUEZ, OSCAR CAYETANO; 
VILCA, LUCIO VICENTE; SOSA, VÍCTOR GUSTAVO; HERRERA, VÍCTOR RAÚL (MIEMBROS DEL CONSEJO 
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DE ADMINISTRACIÓN DE C.O.F.R.U.T.O.S.) – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. N° CJS 31.821/08)  (Tomo 152: 
427/434  - 22/diciembre/2010) 
 
 
RECURSO EXTRAORDINARIO. Cuestiones de hecho y prueba, reedición de agravios ya resueltos en casación, 

arbitrariedad. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. DENEGAR los recursos extraordinarios federales interpuestos a fs. 886/897 vta. y 903/919. 
DOCTRINA: El recurso extraordinario, en tanto vía impugnaticia especial, está dirigido a un objetivo concreto y 
restringido: reparar agravios constitucionales; por eso, la existencia de una cuestión federal o constitucional resulta la base 
del recurso. 
           Constituye carga procesal del recurrente demostrar que existe una relación directa entre la materia del pleito y la 
invocada cuestión constitucional, extremo que no se satisface con la simple alegación de que el fallo cuestionado lesiona 
determinadas garantías de la Constitución, si el recurrente no precisa ni demuestra en concreto cómo se ha efectivamente 
operado tal violación en la sentencia. 
           Corresponde denegar el recurso extraordinario federal si se funda en agravios que constituyen una reedición de los 
ya expuestos en oportunidad de articular el recurso de casación, los cuales remiten al análisis de cuestiones de hecho, 
prueba y derecho común, y han sido tratados y resueltos con sustento en una profunda interpretación de las normas 
aplicables al caso, aspectos cuyo conocimiento y decisión constituye materia reservada a los jueces de la causa, extraña, 
por su naturaleza, a la órbita del recurso previsto en el artículo 14 de la Ley 48. 

La doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto sustituir a los jueces de la causa en la decisión de cuestiones 
que les son privativas, como así tampoco abrir una nueva instancia ordinaria para debatir temas ajenos a la competencia 
específica de la Corte Suprema, cuando no se demuestra que el pronunciamiento impugnado contenga, en estos aspectos, 
graves defectos de fundamentación o de razonamiento que lo hagan inválido como acto jurisdiccional.  
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Ayala, Catalano, Cornejo, Garros Martínez, Posadas.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: C/C 
VALDEZ, RENÉ ELADIO – RECURSO DE CASACIÓN (Expte Nº CJS 32.421/09)  (Tomo 152: 991/1002 
26/enero/2011) 
 


